PROMUEVEN AMPARO PREVENTIVO Y CORRECTIVO. 

MEDIDA CAUTELAR. 

Exma. Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial y Minería  
de la IIIa Circunscripción: 

      La COMUNIDAD MAPUCHE “LAS HUAYTEKAS”, reconocida expresamente por Res. 287/2005 Inspectoría General de Personas Jurídicas, Registro 08 Co.De.C.I., con domicilio en el Territorio que tradicionalmente ocupa en los lotes 78, 79, 82 y 83, Sección IX, Paraje El Foyel, Dto. Bariloche, Provincia de Río Negro; la COMUNIDAD MAPUCHE “LOF HUENCHUPÁN”,  con domicilio real en el Territorio que tradicionalmente ocupa, sito en el Paraje Río Villegas, Provincia de Río Negro; el Sr. Ricardo Daniel OTAL, DNI N° 7.603.552, domiciliado realmente en calle Castelli N° 67 de El Bolsón, Provincia de Río Negro, la Srta. Mariela Elizabeth GUARINO, DNI 24.845.085, con domicilio real en calle Castelli N° 67, de 
El Bolsón, Provincia de Río Negro, y el Sr. Luis Alfredo MARTIN, DNI N° 22.110.201, domiciliado realmente en B° Luján, El Bolsón, Río Negro, todos con el patrocinio letrado de los Abogados Fernando KOSOVSKY, Mat. 1781 L° IX C.A.V. y Edgardo MANOSALVA, Mat 2692 L° XI CPAB, constituyendo el domicilio en Posta de Yatasto 1046, S.C. de Bariloche, por ante VV.EE. nos presentamos y respetuosamente decimos:  

OBJETO.-

     
      
Que en el carácter invocado venimos a interponer acción de amparo preventivo y correctivo contra la Provincia de Río Negro -(Consejo de Ecología y Medio Ambiente (CODEMA)- por la violación de los siguientes derechos constitucionales:

a) Violación al art. 41, Constitución Nacional, por desconocer el derecho de todos los habitantes “…a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y por incumplir su obligación de proveer “…a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales”;

b) Violación al derecho al desarrollo con justicia (art. 75, inc. 19 C.N.). 
c) Violación manifiesta del derecho de participación en la elaboración, aprobación e implementación de proyectos hidroeléctricos al Pueblo Mapuche en general y a las Comunidades Mapuche “LAS HUAYTEKAS” y “LOF HUENCHUPÁN” en particular, amputándoles de cuajo su derecho de definir sus prioridades de desarrollo (art. 75 inc. 17 in fine de la Constitución Nacional; arts. 6.b, 7.1 y 7.2 y ccdtes. del Convenio 169 de la Organización Internacional delTrabajo (O.I.T.); arts. 5, 18 y 23 y ccdtes. de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas);

d)  Omisión manifiesta de implementar un procedimiento de debida consulta previa sobre el proyecto con las citadas Comunidades, en abierta violación a mandatos constitucionales y supralegales que obligan taxativamente a ello, haciendo pasible a la Argentina de responsabilidad internacional (arts. 6.1, 6.2, y 15.2 del Convenio 169 de la OIT y 19 y 32.2 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas);
e) Omisión manifiesta de establecer el sistema previsto por el art. 11, ley 3266 de la Provincia de Río Negro;
f) Violación manifiesta del derecho a la libertad de expresión, por impedir, demorar y no facilitar el acceso a la información ambiental, (arts. 2.c y 2.i, ley 25.675 y arts. 3 y 4 párrafo 2, ley 25.831)

g) Omisión estatal manifiesta de la garantía de facilitación de ejercicio del mismo e incumplimiento de las obligaciones establecidas en el art. 10, párrafo 2 ley 3266;

h) Violación manifiesta del derecho de participación del pueblo –habitantes- en el control de los actos de gobierno en materia ambiental. (art. 1 y 41 de la Constitución de la Nación).
Esta acción se enmarca procesalmente en los términos del art. 43 párrafo 2º de la Constitución Nacional (C.N.) y del art. 43 de la Constitución Provincial (C.P.), y del art. 25 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos (CADH) (art. 75.22 C.N.) y se dirige contra la PROVINCIA DE RÍO NEGRO - CONSEJO DE ECOLOGÍA Y MEDIOAMBIENTE (CODEMA), con domicilio en calle Colón 275 3er Piso, de la  ciudad de Viedma, Provincia de Río Negro.
DETERMINACION DEL OBJETO: concretamente, se pide al Tribunal que le ordene al CODEMA que, con carácter previo a que se realicen audiencias previstas en el art. 9 de la ley 3266, establezca y ponga en funcionamiento, el sistema de acceso a la información previsto en el art. 11 de la citada norma, garantizando, en la elaboración e implementación de dicho sistema la plena participación de las Comunidades Mapuche amparistas y la de las organizaciones legalmente representativas de los Pueblos Indígenas asentados en Río Negro y del organismo oficial con representación indígena (Consejo Asesor Indígena (C.A.I.) y Consejo de Desarrollo de las Comunidades Indígenas (Co.De.C.I.), arts. 6 y 7, ley 2287). Se pide que, en caso de que el CODEMA avance con el procedimiento en el marco de violación a sus obligaciones constitucionales, se decrete la nulidad de lo actuado, debiendo retrotraerse el mismo al momento de la presentación de la Declaración Jurada por los interesados, todo ello con expresa imposición de costas a la demandada.
CITACIÓN COMO TERCEROS

Solicitamos que se disponga la citación como terceros al Consejo Asesor Indígena, con domicilio en calle Perito Moreno 379, El Bolsón, y al Consejo de Desarrollo de Comunidades Indígenas, con domicilio en calle Buenos Aires 423, de Viedma, en su carácter de organización representativa del Pueblo Mapuche y en su carácter de autoridad de aplicación provincial en materia indígena, respectivamente. 
MEDIDA CAUTELAR DE NO INNOVAR: asimismo, hasta que la demandada no dé cabal cumplimiento con las obligaciones legales, se requiere de VV.EE. que se ORDENE AL CODEMA LA SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO DE EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL para el caso de referencia (Expte. caratulado “PROYECTO DE AMPLIACIÓN DE LA CAPACIDAD INSTALADA DE LA GENERACIÓN HIDROELÉCTRICA EN EL ESTABLECIMIENTO HIDDEN LAKE – CENTRAL HIDROELÉCTRICA LAGO ESCONDIDO S.A. REGIÓN 4410”) y para todos los demás procedimientos que estén en curso en la Provincia, ello hasta que se haya establecido, y puesto en correcto funcionamiento, como se pide, el sistema de acceso a la información pública ambiental, y en particular, que se declare por incumplida y no finalizada la etapa de la audiencia pública establecida por el art. 9 de la ley 3266.

A fin de prevenir nuevos incumplimientos de la autoridad de aplicación que impidan la participación indígena y ciudadana, solicitamos se mantenga la instancia abierta hasta la conclusión del citado procedimiento.

HECHOS. 
A. ANTECEDENTES
2009 - 8 de marzo. Organizaciones sociales, vecinos y vecinas de El Bolsón y Bariloche, se reúnen frente al acceso a la Estancia Lago Escondido sobre Ruta Nacional 40 para manifestarse por el Libre Acceso a Costas de Ríos y Lagos. Fueron recibidos de manera violenta y agredidos por un grupo de vecinos de El Bolsón entre los que se encontraban el Intendente Oscar ROMERA y concejales.   http://www.noticiasdelbolson.com.ar/index.php?option=com_content&task=view&id=7452&Itemid=2 ) 

 20 de agosto. Según edicto publicado en el diario Río Negro, se abre registro de oposición para cumplimentar un paso administrativo en relación al trámite que se inicia el 6 de noviembre de 2008 para concesión hidroeléctrica. 

 

24 de agosto. Ayelén MEREB, vecina de El Bolsón, solicita información al DPA por medio de nota (se acompaña). El expediente de más de 600 fojas, de carácter técnico, escrito en un lenguaje poco accesible para el público en general, sólo podía ser consultado en las oficinas del DPA durante el horario de atención al público. Caso contrario, las fotocopias corrían a cuenta del solicitante. Este organismo nunca facilitó a esta persona el acceso a la información pública, ni a través de la entrega de las fotocopias ni digitalizando el expediente. 

 

12 de noviembre. El diario Río Negro publica una nota informando que se cerró el registro de oposición, registrándose la oposición de vecinos de El Bolsón y Bariloche. Asimismo, concejales y legisladores manifestaron la importancia de más información para el análisis de este emprendimiento  http://www1.rionegro.com.ar/diario/2009/11/12/imprimir.1258057757.php ).  

 

29 de noviembre. Comunidades Originarias y Organizaciones Sociales de Chubut, Neuquén y Río Negro realizan un Acto y Festival Artístico para reivindicar el Fallo del Superior Tribunal de Justicia de Río Negro que le exige a Viarse y CoDEMA la realización de un camino de acceso público al Lago Escondido (Se adjunta invitación a tal encuentro). Dicho evento contó con la presencia de más de 1000 personas en El Foyel. 

2010 - 18 de Marzo. El diario digital Bariloche 2000 publica una nota en relación a la aprobación del proyecto por parte del Departamento Provincial de Aguas a través de la Resolución N° 248. - http://www.bariloche2000.com/la-ciudad/informacion-general/47381-autorizaron-otra-central-hidroelectrica-para-hidden-lake.html ) 

 9 de julio. La Agencia Digital de Noticias de Río Negro ADN publica que se realizará la audiencia pública sobre el proyecto de generación eléctrica sobre el río Escondido convocada por CODEMA para el día 12 de septiembre de 2010.  http://www.adnrionegro.com.ar/index.php?option=com_content&task=view&id=31444&Itemid=135 ). En los días subsiguientes se conoció por otros medios que la audiencia se realizaría el 2 de septiembre, no el 12 como había informado ADN. Asimismo, el titular del CODEMA informa en una nota radial que la información está disponible para ser consultada por cualquier ciudadano en las delegaciones de Viedma y El Bolsón (se acompaña dicha grabación en CD de audio).  
Ese mismo día, Mariela GUARINO, vecina de El Bolsón, solicita tomar vista de todas las actuaciones relativas al emprendimiento hidroeléctrico (se acompaña a esta presentación).
 14 de julio. Mariela Elizabeth GUARINO, vecina de El Bolsón se presenta ante dichas oficinas solicitando la información. Se le responde por nota que dicha información no se encuentra disponible en esa delegación. (Se acompaña al presente). 

 
5 de agosto. La misma vecina concurre a las oficinas del DPA a fin de solicitar la medición de los caudales promedios del río Escondido, información técnica básica y necesaria para poder evaluar el impacto ambiental de la obra (Se aduna dicha nota). El DPA nunca facilitó esta información, que posee. 
 
6 de agosto. Distintos vecinos concurren a la Delegación de CODEMA a solicitar la información disponible para poder analizar el proyecto. La única información disponible resulta ser el Expediente “Proyecto de Ampliación de la Capacidad Instalada de Generación Hidroeléctrica en el Establecimiento Hidden Lake Central Hidroeléctrica Lago Escondido SA”,  de carácter técnico, de más de 450 fojas escritas en un lenguaje poco accesible para el público en general. Este podía ser visto en las oficinas durante el horario de atención al público, de lunes a viernes de 8.30hs a 12.30hs. Caso contrario, las fotocopias corrían a cuenta del solicitante. Ante la solicitud por nota de 4 vecinos explicando los motivos por los cuales no podían incurrir en dicho gasto, el CoDEMA no facilitó de ninguna manera y bajo ningún formato alternativo el acceso a la información pública. (Se acompañan dichas notas). 

20 de agosto. Organizaciones Sociales y Ambientalistas de El Bolsón, Bariloche y Esquel realizan una Mesa Redonda Radial que sería transmitida por una red de 12 radios regionales, incluyendo Radio Nacional El Bolsón, Radio Nacional Bariloche y Radio Nacional Esquel. En este programa especial se analizó el emprendimiento privado de la Hidroeléctrica Lago Escondido S.A., el rol del Estado Provincial y la Audiencia Pública convocada por el CODEMA. Durante el debate radial se evidenció la voluntad y el deseo de la ciudadanía de participar, a la vez que se coincidió en lo dificultoso del acceso a la información pública que el Estado debe brindar.( Se acompaña solicitud al Director de Radio Nacional El Bolsón) 

24 de agosto. El Dr. Fernando KOSOVSKY, realiza una denuncia y pedido de intervención a la Defensora del Pueblo de Río Negro en relación a la violación al derecho a la información pública, información ambiental y participación ciudadana. 
25 de agosto. ADN publica una noticia referida a la realización de la audiencia pública en El Manso, refiriéndose a una “represa” (sic) hidroeléctrica en río Escondido, confundiendo aún más la cuestión y el objeto del proyecto. (ANEXO 12 - http://www.adnrionegro.com.ar/index.php?option=com_content&task=view&id=32864&Itemid=135 

 26 de agosto. Más de 30 vecinos y vecinas de El Bolsón ingresan por mesa de entradas de la Delegación de CODEMA de El Bolsón un pedido de postergación y cambio de lugar de la audiencia pública, en razón de la falta de información pública respecto del tema a tratar y la ausencia de transporte público para acceder a la zona propuesta para llevar adelante el acto (Se adjunta copia). Ese mismo día, en declaraciones radiales a FM Alas El Bolsón, el Presidente del Concejo Deliberante se pronuncia en contra de que la audiencia pública en relación a este proyecto se realice en la zona del Manso, interpretando que el área que concentra la mayor cantidad de gente interesada en participar es El Bolsón (Ver CD de Audio que se acompaña). A su vez, en una entrevista realizada por Radio Nacional El Bolsón, la delegada local del CODEMA declara que el sábado 28 de agosto a las 12.30 hs. se cierra la posibilidad de anotarse para participar de la audiencia pública, información que de manera oficial nunca había sido comunicada anteriormente (Se acompaña copia en el mencionado CD). 

 

27 de agosto. Vecinos de El Bolsón se entrevistan con la Defensora del Pueblo en Bariloche, y le hacen entrega de la documentación que describe el proceso recorrido por vecinos interesados a participar en la cuestión y los múltiples intentos fallidos de acceder a la información pública necesaria para analizar cabalmente el proyecto en cuestión. 

 

28 de agosto. Vecinos de El Bolsón se acercan a la delegación del CODEMA a inscribirse para participar en la audiencia y se encuentran con que las oficinas están cerradas al público. (Se acompaña copia de exposición policial) 
Surgen manifiestas las incertezas y desinformaciones de todo tipo que vienen padeciendo los amparistas, las cuales son perpetradas por distintos funcionarios del CODEMA.

IMPEDIMENTOS AL DERECHO DE INFORMACIÓN.

Ciudadanos que carecen de recursos económicos para costear las más de 500 fojas de la declaración jurada solicitaron en fecha 6 y 9 de agosto de 2010, conforme copias que se acompañan, al CODEMA que facilitase la entrega gratuita de la información.
  
Ante la falta de respuesta del CODEMA, considerando las dificultades de la población para acceder a la información y la falta de participación a las organizaciones y comunidades indígenas, el 20 de agosto de 2010, por intermedio del CEPPAS-GAJAT, oficina de El Bolsón, el Dr. Fernando Kosovsky remitió a la Defensora del Pueblo de la Provincia, Dra. Ana PICCININI, un pedido de intervención digital, remitido a la dirección defensoria@defensoriadelpueblo.rionegro.gov.ar., acordando un encuentro con los afectados para realizarse en El Bolsón en los días de la semana siguiente. Dadas las condiciones climáticas, el encuentro no pudo realizarse en El Bolsón con todos los afectados y sólo algunos pudieron entrevistarse con la Sra. Defensora del Pueblo en S. C. de Bariloche.

El día jueves 26 de agosto, y dada la proximidad de la fecha de audiencia anunciada, se requirió al CODEMA la postergación de la misma hasta que se estableciera el sistema de acceso a la información y se diera participación a las Comunidades Indígenas en su establecimiento e implementación.

A la fecha, el sistema no ha sido establecido, según consta en la página de Internet del CODEMA.
El día 30 de agosto, el CODEMA remitió respuesta negativa a dicho requerimiento, que se acompaña. 

Hasta ahora, el CODEMA no ha difundido oficialmente la Declaración Jurada Ambiental del Aprovechamiento Hidroeléctrico Lago Escondido 13348 Kw, cuyo autor sería Sergio PLUNKETT -consultor ambiental-.

OMISIÓN DE ESTABLECER EL SISTEMA PREVISTO EN EL ART. 11 LEY 3266 
LOS IMPEDIMENTOS RESEÑADOS OBEDECEN A LA OMISIÓN DEL CODEMA DE EL SISTEMA PREVISTO EN EL ART. 11 LEY 3266

Al consultar la página de Internet del CODEMA,  http://www.rionegro.gov.ar/empresas/codema/leyes/index.php, que se reproduce,  no se observa referencia alguna a la audiencia pública del día 2 de septiembre de 2010.
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PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN INTENTADA

El amparo, como acción y derecho constitucional (Alberto  Antonio SPOTA, "Ensayo sobre la doble naturaleza jurídica  del  amparo  constitucional",  La Ley, 3/3/2000), con sustento en las previsiones de los arts.  14,  17,  42  y 43 de la Constitución Nacional, arts. 20, 27, 31, 38, 57 y concordantes de la  Constitución  de la Provincia de Río Negro, en la medida en que resultare compatible con las normas, principios y valores  constitucionales, es la vía idónea para la efectiva protección de derechos  de  raigambre  constitucional. 
La acción de amparo, como procedimiento o vía de tutela esencial,  juega  como alternativa principal y no subsidiaria, de manera directamente operativa,  resultando la vía idónea para asegurar la vigencia cierta de los derechos  constitucionales  (v. Augusto Mario MORELLO, "La primera sentencia de amparo a la luz de la Constitución reformada", J.A., diciembre  28-1994).  
Según lo tiene dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el amparo es un proceso utilizable en las extremas y delicadas situaciones en que, por carecer de otras vías aptas, peligra la salvaguarda de derechos fundamentales (Conf. C.S.J.N., 15/7/97, in re: “GARCÍA SANTILLÁN c/ANSES”).

El STJRN ha establecido que el amparo funciona como remedio apto ante una emergencia y específicamente debe tratarse de la puesta en crisis de uno de los derechos y garantías constitucionalmente previstos o del incumplimiento por acción u omisión de un deber legalmente impuesto. Es procedente si dicha emergencia la soporta un habitante (16/06, 16/07, 17/06). Se trata aquí de varios habitantes de la Nación Argentina.
Así, la acción de amparo resulta en este caso ser la vía más idónea para el tratamiento de la cuestión traída a conocimiento, toda vez que la misma procede cuando la acción material de la Administración constituye una amenaza de lesión cierta, actual o inminente, tal como ocurre en el supuesto de autos, donde la demostración de la configuración de la lesión a derechos constitucionales (derecho a la participación indígena y ciudadana, derecho a la libertad de expresión, derecho al ambiente sano, derecho a la información ambiental), surge palmaria sin necesidad de ninguna otra demostración. 
En efecto, el CODEMA, con su omisión de establecer un sistema de acceso, obstaculiza ilegítimamente el ejercicio de los derechos de los amparistas de participar en la vida pública contribuyendo a mejorar las decisiones de gobierno, el de ejercer el control de los actos de gobierno, impidiendo expresarse libremente, al coartar la posibilidad de acceder a la información pública ambiental. Este impedimento de participación en cuestiones tan fundamentales como el ambiente profundiza la desigualdad existente entre los interesados en provocar impactos en éste con respecto a los ciudadanos. El Estado debe velar por equiparar, mediante dispositivos sistemáticos (el establecido en el art. 11 de la 3266) las posibilidades de participación y opinión. 
Con más razón, dada su diferencia cultural reconocida en el art. 75 inc. 17 C.N., debe el Estado facilitar, fomentar y garantizar la participación indígena para el establecimiento de ese sistema, de modo que tenga en cuenta las circunstancias culturales, económicas, sociales en la que los indígenas se encuentran. LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN SÓLO PUEDE EJERCERSE RAZONABLEMENTE SI LAS POSIBILIDADES SON REALES. El Estado debe velar porque así sea.

El análisis crítico de las violaciones perpetradas por la demandada será efectuado a la luz de los tratados internacionales de derechos humanos que reconocen expresamente estos derechos con jerarquía constitucional, en tanto debe seguirse la pacífica jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación según la cual los instrumentos internacionales de derechos humanos determinan el contenido de toda la legislación interna de rango inferior, debiendo prescindirse y declararse inconstitucionales a las leyes domésticas nacionales o provinciales que las contrarían, en particular cuando en razón de la materia, las normas internacionales además tienen un rasgo de especificidad no previsto en prescripciones inferiores (CSJN: caso "Fibraca Constructora, S. C. A. c/Comisión Técnica Mixta de Salto Grande" (F-433.XXIII-R.H.) 7/7/1993, "El Derecho", t. 154, p. 164 y siguientes. Del mismo modo en el caso "Cafés la Virginia, S. A. s/apelación", 13/10/1994, "El Derecho", t. 160, p. 252 y siguientes). 

En el leading case "GIROLDI”, la CSJN  estableció que: "la ya recordada ‘jerarquía constitucional’ de la Convención Americana sobre Derechos Humanos ha sido establecida por voluntad expresa del constituyente ‘en las condiciones de su vigencia’ (artículo 75, inc. 22, 2º párrafo), esto es, tal como la Convención citada efectivamente rige en el ámbito internacional y considerando particularmente su efectiva aplicación jurisprudencial por los tribunales internacionales competentes para su interpretación y aplicación. De ahí que la aludida jurisprudencia deba servir de guía para la interpretación de los preceptos convencionales en la medida en que el Estado Argentino reconoció la competencia de la Corte Interamericana para conocer en todos los casos relativos a la interpretación y aplicación de la Convención Americana (cf. arts. 75 de la Constitución Nacional, 62 y 64 Convención Americana y artículo 2 ley 23.054)" ("GIROLDI, H. s/recurso de casación", CS, sentencia del 7 de abril de 1995, en "Jurisprudencia Argentina", t. 1995-III). Esta tesitura fue confirmada por la CSJN en el célebre caso “SIMÓN” (CSJN, SIMÓN, Julio Héctor y otros, 14/06/2005. Voto del Dr. PETRACCHI, cons. 16 a 18). 

Cabe destacar que la Corte reconoció este valor de guía interpretativa no solamente a las sentencias de los organismos internacionales de control de aplicación de los tratados, sino además a otros pronunciamientos interpretativos del derechos emanados de ellos (v.gr. caso BRAMAJO, del 12-9-1996 donde reconoció tal valor a los informes de la Comisión Interamericana de Derechos humanos; a las Opiniones Consultivas del Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales entre otros).
INEXISTENCIA DE OTRA VÍA MÁS IDÓNEA.

Sostuvo el Supremo Tribunal de Justicia de Río Negro que el amparo, como garantía procesal específica plasmado en la Constitución Provincial, es una acción excepcional, sumarísima, de contralor constitucional, y para casos de singularidad extrema, por la cual se remueve el obstáculo que impide el ejercicio de un derecho constitucional, en un marco de superlativa urgencia, gravedad e inexistencia de otra vía apta suficiente (en eficacia y tiempo) para arribar a ese resultado imperiosamente necesario para el afectado (STJRNCO: “QUESADA, Félix Miguel s/Acción de Amparo s/Apelación”, Se. Nº 28/00 del 03-05-00; “MORALES HUINCA, Gumersindo del Carmen s/Recurso de Amparo s/Apelación”, Se. Nº 68/00 del 4-09-00.

Y nuestro más Alto Tribunal, edictó que la acción de amparo debe quedar reservada para las delicadas y extremas situaciones en las que, por falta de otros medios legales, peligra la salvaguarda de derechos fundamentales (CSJN, Fallos: 323:2097); y que si bien la vía excepcional del amparo no sustituye las instancias ordinarias, siempre que aparezca de un modo claro y manifiesto el daño grave e irreparable que se causaría remitiendo el examen de la cuestión a los procedimientos ordinarios, administrativos o judiciales, corresponderá que los jueces reestablezcan de inmediato el derecho restringido por la rápida vía del amparo, a fin de que el curso de los procedimientos ordinarios no tornen abstracta o tardía la efectividad de las garantías constitucionales (CSJN, Fallos 323:251; en idéntico sentido, STJRNCO Voto del Dr. SODERO NIEVAS en “BALDINI, Omar Emilio y ZAS, Ángela María s/Amparo-Mandamus”, Se. 15/02 del 12/02/02; STJRNCO “MONES, Hernán y otro s/Amparo s/Apelación”, Se. 25/02 del 05/03/02) (el destacado nos pertenece).

Se trata de averiguar, como requisito para dirigir una acción de amparo, si los procedimientos regulares (sean judiciales o administrativos), resultan idóneos, suficientes, aptos o eficaces para atender el problema planteado. No basta, pues, que haya una vía procesal (de cualquier índole) para desestimar un pedido de amparo: hay que considerar si tal trámite es auténticamente operativo para afrontar el acto lesivo (cf. Dr. Néstor Pedro SAGÜÉS, “Ley de amparo, Bs. As., Astrea, 1979, pág. 141; STJRNCO Voto del Dr. CORRES –Conjuez- “RODRÍGUEZ, Ernesto Juan F. y Otro s/Amparo”, Se. 95/97 del 23-07-97. En el caso, vemos claramente que el amparo se impone como la única vía posible para restaurar los derechos que fueron violados por la Provincia del Chubut. 

Es procedente el amparo siempre que se advierta de modo manifiesto la ilegitimidad de una restricción cualquiera a alguno de los derechos esenciales de las personas reconocidos por el texto constitucional, así como el daño grave e irreparable que se causaría remitiendo el examen de la cuestión a otros procedimientos ordinarios, ya sean administrativos o judiciales (STJRNCO “CHIARADÍA, Héctor Alberto s/Acción de Amparo s/Apelación”, Se. 112/01 del 05/09/01; STJRNCO Voto del Dr. SODERO NIEVAS en “S., A. s/Amparo s/Apelación”, Se. 41/05 del 04/05/05).

Sólo quedaría descartada la vía protectora si existiese otro medio de similar función tuitiva, pero de mayor eficacia o aptitud para dar satisfacción al reclamante (cf. CN Civ. Sala H de la Capital Federal, 18-7-1997, en “CUTRI, Lidia A. c/Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires”, LL 1998 B, 189-96812).

Además de lo señalado, es evidente que el agotamiento de la vía administrativa en el casus, pondría a los amparistas fuera del plazo fijado por el CODEMA para llevar a cabo la audiencia pública.

En lo referente al agotamiento de la vía administrativa, la jurisprudencia y la doctrina también se ha expedido sobre el tema, sosteniendo que “Es un despropósito exigir agotamiento de la instancia administrativa frente a situaciones de verdadera urgencia y ante gravedad manifiesta evidente que requieren una inmediata restitución de los derechos que se dicen conculcados. Negarlo importaría tanto como convertir en letra muerta una eventual sentencia favorable e irreparables los perjuicios que el cumplimiento del acto cuestionado podría ocasionar” (cf. CFCA II, Capital Federal, 1-6-2000 – “Thomas, Ruth Viviana” – ED 28-7-00, Adm. Se. 19-103). “Se trata de averiguar, como requisito para dirigir una acción de amparo, si los procedimientos regulares (sean judiciales o administrativos), resultan idóneos, suficientes, aptos o eficaces para atender el problema planteado. No basta, pues, que haya una vía procesal (de cualquier índole) para desestimar un pedido de amparo: hay que considerar si tal trámite es auténticamente operativo para afrontar el acto lesivo” (cf. Dr. Néstor Pedro Sagüés, “Ley de amparo, Bs. As., Astrea, 1979, pág. 141; STJRNCO Voto del Dr. Corres –Conjuez- “Rodríguez, Ernesto Juan F. y Otro s/Amparo”, Se. 95/97 del 23-07-97). 

DERECHOS CONSTITUCIONALES VIOLADOS.

Derecho de participación (art. 75, inc. 17, C.N.; 6.b, 7.1 y 7.2 del Convenio 169 de la OIT; y 5, 18 y 23 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas), derecho a la igualdad y no discriminación (art. 16, C.N.; y 24 de la Convención Americana sobre derechos humanos), derecho a ser consultados (6.1, 6.2, y 15.2 del Convenio 169 de la OIT y 19 y 32.2 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas), y derecho a elegir sus propias prioridades de desarrollo (7.1 del Convenio 169 de la OIT y 23 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas).
Derecho a un medio ambiente sano (art. 41, Constitución Nacional).

Derecho de acceder a las fuentes de información pública (art. 1, Constitución Nacional, y 13.1, CADH).

DERECHOS DE DECISIÓN 

Como consecuencia del abandono del paradigma de la integración o asimilación forzada que atravesaba el texto de 1853, la Constitución de la Nación reformada en 1994 colocó a la Argentina en el espectro de los estados pluriculturales que reconocen la autonomía de los Pueblos Indígenas. 

Sus Comunidades no sólo pasaron de inmediato a tener reconocida la posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan sino además la propiedad comunitaria con garantías de inviolabilidad. 

Uno de los grandes aciertos de los constituyentes al redactar el art. 75, inc. 17 fue incluir, entre los derechos indígenas fundamentales, los derechos de decisión, herramientas fundamentales para defender y desarrollar el derecho territorial reconocido constitucionalmente, al “asegurar su participación en la gestión referida a sus recursos naturales y a los demás intereses que los afectan”. 

Esta garantía de participación implica el cambio de paradigma que condiciona, desde 1994, la validez de todo acto susceptible de afectar intereses indígenas.

Si no hay participación, el acto está viciado pues no concurre un elemento esencial que es la intervención de los sujetos que el constituyente previó para esas decisiones de gobierno. 

Por eso, en la doctrina del Derecho indígena, se engloba a la participación dentro de los llamados “Derechos de decisión” entendido desde el ámbito de significación del término “poder” o “imperium”.

Los derechos de decisión fueron establecidos, como correlato del reconocimiento de la autonomía de los pueblos indígenas, como los dispositivos mediante los que se insertan y articulan, desde su cultura, con la cultura occidental. Fueron concebidos para contrarrestar la asimetría de poder que padecen históricamente y, su omisión, dejaría intacta la violación sistemática de sus derechos que los ordenamientos jurídicos decimonónicos imponían a los indígenas.

Los derechos de decisión son: consulta, participación y consentimiento.  

El reconocimiento de culturas diferenciadas, instituciones y autoridades propias de los Pueblos conlleva reconocer que éstas funcionan acorde a procesos de comprensión, deliberación y toma de decisión que puede ser bien distintos a las culturas no indígenas. Los Estados se han obligado a respetar esos procesos, y además han reconocido el derecho de fijar sus propias prioridades para el desarrollo. ¿Y cómo fijar una prioridad para el desarrollo sin saber qué ideas se proyectan sobre determinado territorio? 

Aquí emerge el primer componente común a todos los derechos de decisión: el conocimiento. 

La obligación fundamental del Estado es, entonces, garantizar el conocimiento de la idea propuesta sobre determinado territorio, para lo cual debe compartir –difundir, distribuir, explicar- toda la información de que dispone y facilitar las herramientas para su comprensión con mecanismos comunicacionales adecuados a las circunstancias, tales como la pedagogía con la que se transmite la información, la forma en que se comunican aspectos técnicos; traducción a lengua o idioma del Pueblo de que se trate.

Simultáneamente con la transmisión del conocimiento, debe garantizarse la posibilidad de respuesta a la idea. Esto requiere de tiempos razonables para el debate, evacuación de dudas emergentes, las que pueden requerir información adicional. 

La consulta es un proceso dialéctico con participación activa y amplia de todos los actores. Sólo así puede considerarse de buena fe; sólo si cumple esos parámetros la consulta será una genuina manifestación de voluntad que acepta o rechaza, total o parcialmente la idea, comunicándolo al Estado, que es el obligado. Lo hasta aquí expresado hace al derecho de consulta, el más básico de los derechos de decisión, que puede resumirse como un proceso que el Estado está obligado a iniciar antes de adoptar cualquier medida –administrativa o legislativa- susceptible de afectar intereses indígenas con miras a obtener el consentimiento, de buena fe, con acceso amplio e irrestricto a la información comprensible, en tiempos razonables de acuerdo a la complejidad de la cuestión objeto de consulta, con facilitación de los recursos de acuerdo a las circunstancias en la que se encuentran los destinatarios de la consulta. Si bien su resultado no es vinculante, exige ser considerada en la adopción de la decisión, sobre todo cuando la medida va en sentido contrario a la opinión expresada. 

El derecho de participación es aún más amplio y como vimos debe ser anterior incluso a la consulta. No sólo está vinculado a medidas concretas sino que garantiza que los Pueblos Originarios intervengan en la adopción de decisiones políticas sobre los proyectos y programas de desarrollo que les atañen, lo cual les da la oportunidad de asegurar el respeto de sus prioridades y modelo de desarrollo. Luego de haber participado en la adopción de las decisiones políticas tiene sentido la consulta sobre las referidas medidas. 

El consentimiento -libre, previo e informado- es el derecho de decisión más intenso ya que condiciona la validez del acto a una manifestación de voluntad indígena positiva previa para adoptar actos que puedan afectar intereses. Por esta razón, está prevista como condición esencial previa a la afectación de derechos fundamentales, como por ejemplo, desplazamientos territoriales para grandes proyectos de infraestructura vial, minería, hidrocarburos, hidroeléctricas, energía, etc.

Veremos que en este caso, estamos ante un procedimiento administrativo provincial cuyo proyecto fue elaborado sin ninguna participación indígena, y que no fue tampoco consultado previo a su desenvolvimiento y desarrollo.
LA OCUPACIÓN TRADICIONAL DE LAS COMUNIDADES.

Las Comunidades amparistas vienen ejerciendo Ocupación Tradicional o (Ancestral)  en sus Territorios desde principios del Siglo XX.

La Ocupación Tradicional no sólo implica el derecho al Territorio ocupado, sino justamente el derecho a poder desarrollarse en el mismo mediante el libre acceso, administración y gestión de los recursos naturales.

La ocupación tradicional implica un sentido distinto de lo que se entiende jurídicamente por la posesión temporal. Esta última se juzga por actos y hechos materiales que responden a la usanza occidental del manejo de recursos naturales y culturales. En cambio, la ocupación tradicional alcanza las formas propias de organización política, social, económica y espiritual de los pueblos/comunidades que las habitan (veranadas, invernadas, zonas de recolección de frutos, zonas de recolección de leña, zonas de plantaciones medicinales, áreas sagradas, zonas de descanso, zonas de pastaje, etc.) 

Por otro lado, el dominio comunitario o propiedad comunitaria a la que se refiere la C.N. (art. 75, inc. 17) importa a su interior un modo de trabajo y distribución propios de la cultura originaria que escapan a los conceptos de “explotación”, “relación costo-beneficio” y “acumulación” que rigen las relaciones económicas de tradición occidental. Por lo tanto, tales áreas jurisdiccionales son factibles de ser definidas en términos de comensalidad, como el espacio físico propio no mediado por transacciones de intercambio de productos, que supone como condición una residencia compartida.  

Por lo tanto cabe destacar: 1) que en el marco legal vigente, el art. 75, inc. 17 de la C.N. reconoce a las comunidades indígenas “…la posesión y propiedad comunitarias de las tierras que tradicionalmente ocupan…” lo cual implica dejar atrás las normas del derecho local que a ella se opongan, por cuanto su letra es plenamente operativa (QUIROGA LAVIÉ, Humberto, Lecciones de Derecho Constitucional, Depalma, Bs. As., 1995; BIDART CAMPOS, Germán J., El derecho de la Constitución y su fuerza normativa, EDIAR, Bs. As., 1995); 2) que la noción de “ocupación tradicional” del art. 75, inc 17 constitucional coincide con lo estipulado al respecto por las normas del Convenio 169 de la OIT; y 3) que estos estándares internacionales son derecho federal supralegal, pues el Convenio 169 de la OIT está en vigencia en nuestro país (Conf. art. 75 inc. 22). 
De modo tal que es obligada la referencia a lo que expresamente dice el Convenio 169 al respecto, así como a las decisiones emanadas de la Comisión de Expertos en la aplicación de Convenios y Recomendaciones (CEACR), organismo de control de la aplicación del Convenio 169 de la OIT para determinar el alcance de la aplicación del derecho internacional de los derechos humanos en el ámbito interno. ("GIROLDI, H. s/recurso de casación", CS, sentencia del 7 de abril de 1995, en "Jurisprudencia Argentina", t. 1995-III). Esta tesitura fue recientemente confirmada por la CSJN en el célebre caso “Simón” (CSJN, “SIMÓN, Julio Héctor y otros”, 14/06/2005. Voto del Dr. PETRACCI, cons. 16 a 18; Caso “BRAMAJO” del 12-9-1996 donde la Corte le reconoció tal valor de guía interpretativa a los informes de la Comisión Interamericana de Derechos humanos y a las Opiniones Consultivas del Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales, entre otros).

En primer lugar, el art. 13 del Convenio 169 de la OIT establece que los derechos territoriales de los pueblos indígenas alcanzan las tierras que ocupan o utilizan de alguna otra manera y en particular los aspectos colectivos de esa relación y el artículo 14 pone especial atención en “aquellas a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades tradicionales y de subsistencia”. 

En segundo lugar, en sucesivas observaciones individuales sobre el Convenio N° 107, Poblaciones indígenas y tribales, el CEACR ha desarrollado una interpretación de la noción de “ocupación tradicional”. En sus comentarios de 1990, la Comisión expresó que “Los términos ‘ocupación tradicional’ son imprecisos, pero claramente dan a entender que las tierras cuyo derecho debe reconocerse a estos grupos son aquellas cuyo uso ha llegado a constituir parte de su medio de vida.”  (CEACR: Observación individual sobre el Convenio núm. 107, Poblaciones indígenas y tribales, 1957 India (ratificación: 1958) Publicación: 1990, párrafo 16.)

Esta interpretación determina que la ocupación tradicional abarca la totalidad del espacio que el grupo originario ocupa o utiliza para desarrollar su vida material y espiritual (en tanto medio de vida), en virtud no solamente de los aspectos culturales sino en consideración de que dicho espacio provea a su autosuficiencia y desarrollo económicos.

Por lo tanto, la ocupación tradicional que confiere un derecho a la tierra a las Comunidades originarias no se mide por el transcurso del tiempo, no se refiere al tiempo (mayor o menor) en el que una Comunidad ha permanecido en un lugar determinado, sino a que dicha ocupación garantice la reproducción de su vida diaria según su forma tradicional de ocuparla y/o usarla. 

En definitiva, la ocupación tradicional (el territorio tradicional u originario) comprende las tierras necesarias para garantizar la reproducción física y cultural de las Comunidades indígenas según sus usos, costumbres y tradiciones: las habitadas por sus miembros o parte de ellos, las utilizadas para sus actividades productivas, sociales, políticas, y espirituales, y las imprescindibles para la preservación de los recursos ambientales necesarios para su bienestar. 

Por otro lado, respecto al Convenio 169 la CEACR sostuvo que: “...la ocupación tradicional confiere derecho a la tierra en virtud del Convenio, independientemente de que tal derecho se hubiera reconocido o no”. (Observación Individual sobre el Convenio 169, Perú, 2001, párrafo 7).

Lo anterior implica que la operatividad de la posesión y propiedad de la tierra que tradicionalmente ocupan las Comunidades Mapuche “LAS HUAYTEKAS” y “LOF HUENCHUPÁN” no está sujeta a ningún acto de reconocimiento (art. 75, inc. 17, CN, arts. 13, 14 ccdts. y ss., Convenio 169 de la OIT) y debe ser respetada y garantizada como tal con el alcance antes indicado, no siéndoles oponible la fraudulenta, confiscatoria y delictiva constitución de títulos y derechos individuales para la apropiación de estos lugares por particulares que pudiera haber realizado o consentido en el pasado el estado impulsando una política etnocida a favor de los intereses de grupos económicos locales o foráneos.  Idéntica consideración debemos hacer en relación a los recursos naturales existentes en tales Territorios ancestrales.
De ello se deriva también que le son inoponibles los cánones del dogmatismo decimonónico de la propiedad privada o individual, siendo aplicable al caso tanto el art. 75 inc. 17 de la Constitución Nacional como el Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo y la Declaración de las Naciones Unidas Sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, “Corte IDH”), en el caso “Pueblo Saramaka vs. Surinam” –sentencia del 28 de noviembre de 2007- sentó estándar guía en su doctrina jurisprudencial relativo a las obligaciones estatales con respecto a la ocupación territorial indígena y los recursos existentes en ellas.

En dicho precedente, la Corte IDH sostuvo que “los integrantes del pueblo Saramaka mantienen una fuerte relación espiritual con el territorio ancestral que han usado y ocupado tradicionalmente.  La tierra significa más que meramente una fuente de subsistencia para ellos; también es una fuente necesaria para la continuidad de la vida y de la identidad cultural de los miembros del pueblo Saramaka.  Las tierras y los recursos del pueblo Saramaka forman parte de su esencia social, ancestral y espiritual.  En este territorio, el pueblo Saramaka caza, pesca y cosecha, y recogen agua, plantas para fines medicinales, aceites, minerales y madera” (párr. 82); y que la “Corte ha sostenido anteriormente, con base en el artículo 1.1 de la Convención, que los miembros de los pueblos indígenas y tribales precisan ciertas medidas especiales para garantizar el ejercicio pleno de sus derechos, en especial respecto del goce de sus derechos de propiedad, a fin de garantizar su supervivencia física y cultural”  (Cfr. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, supra nota 49, párrs. 148-149, y 151; Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C No. 146, párrs. 118-121, y 131, y Caso de la Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de junio de 2005. Serie C No. 125, párrs. 124, 131, 135-137 y 154) (párr. 85) (las negritas, el destacado y el subrayado nos pertenecen). También que la Corte “ha sostenido en repetidas oportunidades que la estrecha vinculación de los pueblos indígenas con sus tierras tradicionales y los recursos naturales ligados a su cultura que ahí se encuentren, así como los elementos incorporales que se desprendan de ellos, deben ser salvaguardados por el artículo 21 de la Convención Americana (Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa, párr. 118. Cfr. también Caso de la Comunidad Indígena Yakye Axa, párr. 137) (párr. 88) (las negritas, el destacado y el subrayado nos pertenecen). Por otra parte, sostuvo la Corte que “en esencia, conforme al artículo 21 de la Convención, los Estados deben respetar la especial relación que los miembros de los pueblos indígenas y tribales tienen con su territorio a modo de garantizar su supervivencia social, cultural y económica. Dicha protección de la propiedad en los términos del artículo 21 de la Convención, leído en conjunto con los artículos 1.1 y 2 de dicho instrumento, le asigna a los Estados la obligación positiva de adoptar medidas especiales para garantizar a los integrantes de los pueblos indígenas y tribales el ejercicio pleno e igualitario del derecho a los territorios que han usado y ocupado tradicionalmente” (párr. 91) (las negritas, el destacado y el subrayado nos pertenecen). Además la Corte concluye que “los miembros del pueblo Saramaka conforman una comunidad tribal protegida por el derecho internacional de los derechos humanos que garantiza el derecho al territorio comunal que han usado y ocupado tradicionalmente, derivado del uso y ocupación, de larga data, de la tierra y de los recursos necesarios para su subsistencia física y cultural y, asimismo, que el Estado tiene la obligación de adoptar medidas especiales para reconocer, respetar, proteger y garantizar a los integrantes del pueblo Saramaka el derecho de propiedad comunal respecto de dicho territorio” (párr. 96) (las negritas, el destacado y el subrayado nos pertenecen). También sostuvo la Corte IDH que “el Estado tiene el deber de reconocer el derecho a la propiedad de los miembros del pueblo Saramaka, en el marco de su sistema colectivo de propiedad, y establecer los mecanismos necesarios para hacer efectivo a nivel interno el derecho consagrado en la Convención, según lo ha interpretado este Tribunal en su jurisprudencia (párr. 102). 

Asimismo, se sostiene en el párr. 121 que “De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte según lo establecido en los casos Yakye Axa y Sawhoyamaxa, los integrantes de los pueblos indígenas y tribales tienen el derecho de ser titulares de los recursos naturales que han usado tradicionalmente dentro de su territorio por las mismas razones por las cuales tienen el derecho de ser titulares de la tierra que han usado y ocupado tradicionalmente durante siglos.  Sin ellos, la supervivencia económica, social y cultural de dichos pueblos está en riesgo.  De allí la necesidad de proteger las tierras y los recursos que han usado tradicionalmente: para prevenir su extinción como pueblo.  Es decir, el objetivo y el fin de las medidas requeridas en nombre de los miembros de los pueblos indígenas y tribales es garantizar que podrán continuar viviendo su modo de vida tradicional y que su identidad cultural, estructura social, sistema económico, costumbres, creencias y tradiciones distintivas serán respetadas, garantizadas y protegidas por los Estados” (las negritas, el destacado y el subrayado nos pertenecen). Más aún, en el párr. 122, la CIDH expresa que “…el derecho a usar y gozar del territorio carecería de sentido en el contexto de los miembros de los pueblos indígenas y tribales si dicho derecho no estuviera conectado con los recursos naturales que se encuentran dentro del territorio.  Por ello, el reclamo por la titularidad de las tierras de los integrantes de los pueblos indígenas y tribales deriva de la necesidad de garantizar la seguridad y la permanencia del control y uso de los recursos naturales por su parte, lo que a su vez, mantiene ese estilo de vida.  Esta conexión entre el territorio y los recursos naturales necesarios para su supervivencia física y cultural, es exactamente lo que se precisa proteger conforme al artículo 21 de la Convención a fin de garantizar a los miembros de los pueblos indígenas y tribales el uso y goce de su propiedad.  De este análisis, se entiende que los recursos naturales que se encuentran en los territorios de los pueblos indígenas y tribales que están protegidos en los términos del artículo 21 son aquellos recursos naturales que han usado tradicionalmente y que son necesarios para la propia supervivencia, desarrollo y continuidad del estilo de vida de dicho pueblo”.  (las negritas nos pertenecen).
Es importante entonces explicar ahora cómo juzgan los organismos de control de los Tratados con jerarquía constitucional a los Estados que, como la Provincia de Río Negro, imponen sin participación ni consulta previas restricciones a los derechos territoriales (incluyendo los recursos) de los Pueblos Originarios.  

En la sentencia de la Corte IDH en el caso del “Pueblo Saramaka vs. Surinam”, párr. 129 expresa que “…de conformidad con el artículo 1.1 de la Convención, a fin de garantizar que las restricciones impuestas a los Saramakas respecto del derecho a la propiedad por la emisión de concesiones dentro de su territorio no impliquen una denegación de su subsistencia como pueblo tribal, el Estado debe cumplir con las siguientes tres garantías:  primero, el Estado debe asegurar la participación efectiva de los miembros del pueblo Saramaka, de conformidad con sus costumbres y tradiciones, en relación con todo plan de desarrollo, inversión, exploración o extracción (en adelante “plan de desarrollo o inversión”) que se lleve a cabo dentro del territorio Saramaka.  Segundo, el Estado debe garantizar que los miembros del pueblo Saramaka se beneficien razonablemente del plan que se lleve a cabo dentro de su territorio. Tercero, el Estado debe garantizar que no se emitirá ninguna concesión dentro del territorio Saramaka a menos y hasta que entidades independientes y técnicamente capaces, bajo la supervisión del Estado, realicen un estudio previo de impacto social y ambiental.  Mediante estas salvaguardas se intenta preservar, proteger y garantizar la relación especial que los miembros del pueblo Saramaka tienen con su territorio, la cual a su vez, garantiza su subsistencia como pueblo tribal”. 

En el casus, el Estado rionegrino debió dar participación a los Pueblos Originarios de la Provincia desde la génesis del proyecto. Lo mismo, respecto de la elaboración y desarrollo del mismo.

 Asimismo, en el párr. 130, manifiesta la CIDH que “Estas salvaguardas, especialmente aquellas referentes a la participación efectiva y la participación en los beneficios respecto de los proyectos de desarrollo o inversión dentro de los territorios tradicionales indígenas y tribales, son consistentes con las observaciones del Comité de Derechos Humanos, el texto de distintos instrumentos internacionales y la práctica de varios Estados Parte de la Convención.  En el caso Apirana Mahuika y otros vs. Nueva Zelanda, por ejemplo, el Comité de Derechos Humanos decidió que se podría restringir el derecho a la cultura de una población indígena conforme al artículo 27 del PIDCP cuando la comunidad misma haya participado en la decisión de restringir dicho derecho.  El Comité consideró que ‘la aceptación de las medidas que afecten o interfieran con las actividades económicas con significado cultural de una minoría dependerá de si los miembros de la minoría en cuestión han tenido la oportunidad de participar en el proceso de la toma de decisión en relación con dichas medidas y si continuarán beneficiándose de su economía tradicional’. Introduce también el párr. 131, dictaminando que “Del mismo modo, el artículo 32 de la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, que fue aprobada recientemente en la Asamblea General de la ONU con el apoyo del Estado de Surinam, establece lo siguiente:

1.
“Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar y elaborar las prioridades y estrategias para el desarrollo o la utilización de sus tierras o territorios y otros recursos.

2.
Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas interesados por conducto de sus propias instituciones representativas a fin de obtener su consentimiento libre e informado antes de aprobar cualquier proyecto que afecte a sus tierras o territorios y otros recursos, particularmente en relación con el desarrollo, la utilización o la explotación de recursos minerales, hídricos o de otro tipo.

3.
Los Estados establecerán mecanismos eficaces para la reparación justa y equitativa por esas actividades, y se adoptarán medidas adecuadas para mitigar las consecuencias nocivas de orden ambiental, económico, social, cultural o espiritual”.  

Respecto del derecho a ser consultado y, en su caso, la obligación de obtener el consentimiento, en el párr. 133 sostiene la CIDH que “la Corte ha manifestado que al garantizar la participación efectiva de los integrantes del pueblo Saramaka en los planes de desarrollo o inversión dentro de su territorio, el Estado tiene el deber de consultar, activamente, con dicha comunidad, según sus costumbres y tradiciones (supra párr. 129).  Este deber requiere que el Estado acepte y brinde información, e implica una comunicación constante entre las partes.  Las consultas deben realizarse de buena fe, a través de procedimientos culturalmente adecuados y deben tener como fin llegar a un acuerdo”.

Tal es lo que debió hacer con los Pueblos Originarios de la Provincia el Estado. Vemos que la buena fe se encuentra ausente. Menos que menos, se respetaron los tiempos necesarios para tomar decisiones por parte de las Comunidades Indígenas.

 “Asimismo, se debe consultar con el pueblo Saramaka, de conformidad con sus propias tradiciones, en las primeras etapas del plan de desarrollo o inversión y no únicamente cuando surja la necesidad de obtener la aprobación de la comunidad, si éste fuera el caso.  El aviso temprano proporciona un tiempo para la discusión interna dentro de las comunidades y para brindar una adecuada respuesta al Estado”.

En la Provincia de Río Negro, implicaba que los Pueblos Originarios debieron ser consultados en el momento mismo de la elaboración del proyecto que se pretende evaluar.

“El Estado, asimismo, debe asegurarse que los miembros del pueblo Saramaka tengan conocimiento de los posibles riesgos, incluido los riesgos ambientales y de salubridad, a fin de que acepten el plan de desarrollo o inversión propuesto con conocimiento y de forma voluntaria”.

 “Por último, la consulta debería tener en cuenta los métodos tradicionales del pueblo Saramaka para la toma de decisiones”. También encontramos el párr. 134: “la Corte considera que, cuando se trate de planes de desarrollo o de inversión a gran escala que tendrían un mayor impacto dentro del territorio Saramaka, el Estado tiene la obligación, no sólo de consultar a los Saramakas, sino también debe obtener el consentimiento libre, informado y previo de éstos, según sus costumbres y tradiciones.  La Corte considera que la diferencia entre "consulta" y "consentimiento" en este contexto requiere de mayor análisis”, mientras que en el párr. 135 sostuvo: “Al respecto, el Relator Especial de la ONU sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los pueblos indígenas ha observado, de manera similar, que:

[s]iempre que se lleven a cabo [proyectos a gran escala] en áreas ocupadas por pueblos indígenas, es probable que estas comunidades tengan que atravesar cambios sociales y económicos profundos que las autoridades competentes no son capaces de entender, mucho menos anticipar. [L]os efectos principales […] comprenden la pérdida de territorios y tierra tradicional, el desalojo, la migración y el posible reasentamiento, agotamiento de recursos necesarios para la subsistencia física y cultural, la destrucción y contaminación del ambiente tradicional, la desorganización social y comunitaria, los negativos impactos sanitarios y nutricionales de larga duración [y], en algunos casos, abuso y violencia. 

En consecuencia, el Relator Especial de la ONU determinó que “[e]s esencial el consentimiento libre, previo e informado para la protección de los derechos humanos de los pueblos indígenas en relación con grandes proyectos de desarrollo”.

Prosigue la CIDH diciendo en el párr. 143 que: “Como se mencionó anteriormente, el artículo 21 de la Convención no prohíbe per se la emisión de concesiones para la exploración o explotación de los recursos naturales en territorios indígenas o tribales.  Sin embargo, si el Estado quisiera restringir, legítimamente, los derechos a la propiedad comunal de los miembros del pueblo Saramaka, debe consultar con las comunidades afectadas respecto de los proyectos de desarrollo que se lleven a cabo en los territorios ocupados tradicionalmente, compartir los beneficios razonables con ellas, y realizar evaluaciones previas de impacto ambiental y social” (supra párrs. 126-129).

También la CIDH expresó en el párr. 154 que: “En resumen, la Corte considera que las concesiones madereras que el Estado ha emitido sobre las tierras de la región superior del Río Surinam han dañado el ambiente y que el deterioro tuvo un impacto negativo sobre las tierras y los recursos naturales que los miembros del pueblo Saramaka han utilizado tradicionalmente, los que se encuentran, en todo o en parte, dentro de los límites del territorio sobre el cual tienen un derecho a la propiedad comunal.  El Estado no llevó a cabo o supervisó estudios ambientales y sociales previos ni puso en práctica garantías o mecanismos a fin de asegurar que estas concesiones madereras no causaran un daño mayor al territorio y comunidades Saramaka.  Además, el Estado no permitió la participación efectiva del pueblo Saramaka, de conformidad con sus tradiciones y costumbres, en el proceso de la toma de decisiones respecto de las concesiones madereras y, a su vez, los miembros del pueblo Saramaka no recibieron ningún beneficio de la extracción maderera en su territorio.  Todo esto constituye una violación al derecho de propiedad de los integrantes del pueblo Saramaka reconocido en el artículo 21 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de dicho instrumento”. (las negritas, el destacado y el subrayado nos pertenecen).

De más está decir, V.S., que una violación de esta especie es la que se pretende evitar a partir de la interposición de la presente acción de amparo.

Finalmente, en el párr. 158, la CIDH dictamina que “En virtud de todas las consideraciones mencionadas, la Corte concluye lo siguiente: primero, que los integrantes del pueblo Saramaka tienen el derecho a usar y gozar de los recursos naturales que se encuentran dentro del territorio que ocupan tradicionalmente y que sean necesarios para su supervivencia; segundo, que el Estado puede restringir dicho derecho mediante el otorgamiento de concesiones para exploración y extracción de recursos naturales que se hallan dentro del territorio Saramaka sólo si el Estado garantiza la participación efectiva y los beneficios del pueblo Saramaka, si realiza o supervisa evaluaciones previas de impacto ambiental o social y si implementa medidas y mecanismos adecuados a fin de asegurar que estas actividades no produzcan una afectación mayor a las tierras tradicionales Saramaka y a sus recursos naturales, y por último, que las concesiones ya otorgadas por el Estado no cumplieron con estas garantías.  Por lo tanto, la Corte considera que el Estado ha violado el artículo 21 de la Convención, en relación con el artículo 1 de dicho instrumento, en perjuicio de los integrantes del pueblo Saramaka”. (las negritas y el subrayado nos pertenecen).

Comentando este fallo, la Dra. Raquel YRIGOYEN FAJARDO, expresó que “Se trata de una sentencia en la que la Corte integra la Declaración de Naciones Unidas sobre los Pueblos Indígenas (La Declaración) conjuntamente con el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes (Convenio 169), las recomendaciones del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, además de su propia jurisprudencia relativa a derechos colectivos indígenas” (“INTEGRACIÓN Y COMPLEMENTARIEDAD DE LOS DERECHOS DE PARTICIPACIÓN, CONSULTA PREVIA Y CONSENTIMIENTO -A propósito de la integración de la Declaración y el Convenio 169 en una sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos-”, trabajo expuesto durante el I Encuentro Latinoamericano de Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas, llevado a cabo en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires durante los días 5 y 6 de noviembre de 2009), y que “tanto el Convenio 169 sobre pueblos indígenas y tribales de la OIT (el adelante el Convenio 169) como la Declaración contienen estas diferentes instituciones, las cuales suponen diferentes niveles de participación y decisión de los pueblos indígenas, dependiendo del proceso en el que se da la intervención (si se trata de políticas o programas, o de medidas concretas; y si tales afectan derechos fundamentales de los pueblos indígenas o no). La consulta previa es un mecanismo que el Estado está obligado a implementar antes de tomar una decisión sobre una medida –administrativa o legislativa- que pueda afectar a los pueblos indígenas”. En otras palabras, expresa que “la consulta sirve para preguntar a los pueblos antes de la toma de medidas concretas”, mientras que “el derecho de participación en la adopción de las políticas y programas de desarrollo de carácter nacional o regional es lo que garantiza que los pueblos no sólo sean consultados antes de una medida concreta, sino que puedan intervenir en la adopción de decisiones políticas sobre los proyectos y programas de desarrollo. Y eso (…) les da la oportunidad de asegurar el respeto de sus prioridades y modelo de desarrollo. Luego de haber participado en la adopción de las decisiones políticas, entonces sí tiene sentido la consulta sobre las medidas concretas que ejecutan dichas políticas.” 

Prosigue expresando YRIGOYEN FAJARDO que “la Corte ordena que desde las primeras etapas de un plan de desarrollo o inversión, el Estado garantice la consulta y participación efectiva de los pueblos que puedan ser afectados, informándoles desde el inicio de los posibles riesgos de salud, ambientales, etc. y dándoles el tiempo suficiente para que tales pueblos puedan tener una discusión interna al respecto. La Corte indica que en los procedimientos de consulta, el Estado debe brindar la información correspondiente y promover la comunicación constante con los pueblos; y que la consulta debe hacerse de buena fe, mediante procedimientos culturalmente adecuados, según las tradiciones y costumbres de los pueblos consultados, y con el fin de llegar a un acuerdo (párr. 134)”

También nos indica que “el derecho de consulta obliga al Estado a instaurar, de buena fe, procedimientos orientados hacia (‘con la finalidad’/ ‘para’) el logro de dicho acuerdo o consentimiento, pero no exige que dicho consentimiento se produzca para que pueda tomar una decisión. Así ha sido comprendido el derecho de consulta previa por los órganos de control de la OIT, que el Estado cumple su deber de garantizar el derecho de consulta al implementar, de buena fe, procedimientos que busquen o propicien llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento de los pueblos respecto de las medidas propuestas, pero no se requiere que efectivamente se llegue a dicho acuerdo o consentimiento”.

Por otra parte, señala que “la consulta, tal como está regulada en el Convenio 169 de la OIT, cabe ante medidas concretas, ya sea administrativas o legislativas que vayan a afectar directamente a los pueblos indígenas. En cambio, el derecho de participación no sólo está vinculado a medidas concretas. Por el contrario, tiene un tratamiento más amplio por el propio Convenio 169 de la OIT. En primer lugar, no sólo es previo a una medida, sino que se da en todos los momentos del ciclo de políticas, proyectos, programas de desarrollo, esto es, en la elaboración o planeamiento, durante la ejecución y en la evaluación. Y, segundo, porque este derecho, a diferencia de la consulta, está vinculado al poder de decisión. En el caso de la consulta, el Estado está obligado a hacerla porque es el Estado el que va a tomar la decisión respecto de una medida legislativa o administrativa. En cambio, en el caso del derecho de participación, son los propios pueblos indígenas los que hacen parte de la ‘adopción de decisiones’ (art. 6, 1, b). En el mismo sentido, en el art. 7 del Convenio 169 OIT se garantiza el derecho de los pueblos de ‘decidir’ sus prioridades de desarrollo y, en consecuencia, a ‘participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente’. Aquí vemos entonces que el derecho de participación se vincula directamente a la capacidad de intervenir en mecanismos de toma de decisiones y no sólo en mecanismos consultivos, donde deciden otros. La sentencia es explícita al indicar el derecho de los pueblos a participar en planes de desarrollo, megaproyectos, etc. que vayan a tener un impacto en los pueblos. Y este derecho no sólo es un mecanismo procesal consultivo, sino que asegura la intervención en las diferentes fases de toma de decisiones de proyectos y programas de desarrollo que vayan a impactarles”.

También sostiene la fundadora del Instituto Internacional de Derecho y Sociedad, que “los pueblos no sólo deben ser consultados para que el Estado decida, sino que el Estado debe garantizar que los pueblos participen –conjuntamente con otras autoridades del Estado- en la toma de decisiones de dichas políticas y programas de desarrollo. Habiendo participado en la adopción de las políticas y programas de desarrollo, entonces sí cabe la consulta sobre medidas concretas que hacen parte de la ejecución de dichas políticas y programas de desarrollo. Desde esta perspectiva se superan las limitaciones del derecho de consulta, esto es, que sólo se refiere a medidas concretas y no a las políticas dentro de las cuales se enmarcan tales medidas. Con el ejercicio del derecho de participación los pueblos intervienen en la adopción de decisiones de aquellas políticas o programas de desarrollo que les vayan a afectar”.

Manifiesta también la Dra. YRIGOYEN FAJARDO que “la implementación efectiva del derecho de participación (…) exige del Estado el desarrollo de mecanismos idóneos en términos lingüísticos, culturales y políticos para asegurar que, efectivamente, los pueblos puedan intervenir de modo significativo desde la discusión y elaboración de las políticas de desarrollo”.

Por último, sintetiza su profundo análisis, determinando que:

“El derecho de participación significa que los pueblos hacen parte de procesos de toma de decisiones, conjuntamente con otras autoridades estatales, en todo el ciclo de elaboración, aplicación y evaluación de políticas, planes y programas de desarrollo nacional o regional que les puedan afectar. En este caso el Estado no decide solo, sino que los pueblos co-deciden. El derecho de participación permite que los pueblos puedan discutir, proponer, oponerse y modificar propuestas de políticas de desarrollo con las que no están de acuerdo. La participación en los procesos de toma de decisiones de políticas permite garantizar que los pueblos puedan expresar e integrar sus propias prioridades de desarrollo en tales políticas, programas o planes de desarrollo. Sin embargo, la participación en las políticas de desarrollo no elimina el derecho de consulta previa respecto de medidas legislativas o administrativas concretas. Tal derecho queda vigente y adquiere sentido, pues las medidas concretas se ubicarán en el marco de planes o políticas más globales en cuya elaboración los pueblos han participado. El derecho de participación puede ser reforzado con el requisito del consentimiento en el caso de políticas o medidas concretas que puedan vulnerar su existencia o integridad. 

El derecho de consulta obliga al Estado a instaurar, de buena fe, procedimientos apropiados a fin de lograr el acuerdo o consentimiento de los pueblos antes de medidas administrativas o legislativas que los puedan afectar. La decisión es del Estado. El Estado está obligado a considerar lo que digan los pueblos y a motivar su decisión. Sin embargo, podría no llegarse a un acuerdo por lo que el Estado podría adoptar, motivadamente, decisiones distintas a lo expresado por los pueblos, aunque nunca tendría atribuciones para poner en riesgo la existencia e integridad física y cultural de los mismos (...)”.

“En todos los casos, el Estado debe: 

1) Informar de modo previo y completo, y actuar de buena fe;

2) Tratar con representantes de los Pueblos (no con individuos);

3) Motivar su acto, explicando cómo ha llevado a cabo el proceso y cómo ha considerado lo que dicen los Pueblos;

4) Garantizar (decida lo que decida) que, en lo sustantivo, a) respeta al máximo posible las prioridades de desarrollo de los Pueblos; b) el proyecto prioriza el mejoramiento de los Pueblos; y c) en ningún caso afecta la existencia e integridad física o cultural de los Pueblos, y que toma medidas para minimizar los riesgos”.

MEDIDA CAUTELAR 

Solicitamos, como medida cautelar, la suspensión de la audiencia pública prevista para el día 2 de septiembre de 2010, hasta tanto se lleven a cabo las acciones tendientes a poner en real funcionamiento los mecanismos genuinos de acceso a la información pública relativa al proyecto hidroeléctrico cuestionado.

      

PELIGRO EN LA DEMORA.
El mismo surge patente, además de por la inexistencia de otra vía más idónea, como ya fuera descripto, por la urgencia determinada por el inminente acaecimiento de la audiencia pública en un lugar alejado y sin acceso a través de medios públicos de transporte, afectándose de tal manera no solamente el Territorio ocupado por las Comunidades, sino también sus posibilidades de desarrollar su cultura ancestral de acuerdo a como lo contemplan las normas ya indicadas.

Debe tenerse especialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad en que se encuentran las Comunidades amparistas frente al Estado rionegrino. 

Por último, la gravedad institucional que se derivaría de no hacer lugar a la medida cautelar sería irreversible, de momento que se permitiría que se mantengan los efectos violatorios de una procedimiento para cuya elaboración, desarrollo y aprobación no se cumplió con ninguno de los pasos legalmente previstos, lo cual no solamente afecta a las Comunidades amparistas, sino a la totalidad del Pueblo Mapuche de la Provincia de Río Negro.

Asimismo, acompañamos los testimonios del Sr. Santiago ZAPATA y de la Srta. Diana Mélida CIFUENTE, como información sumaria de abono a la solicitud de esta medida, requiriendo que, a todo evento, se disponga en primera audiencia, respectivamente, en forma urgente,  su ratificación por ante la Secretaría de esta Excma. Cámara.

 Por todo lo arriba indicado, es que deviene procedente la solicitud y el despacho favorable de la presente medida cautelar.

VEROSIMILITUD DEL DERECHO.
Está dada, en primer lugar, por el reconocimiento que hace la propia Provincia de la preexistencia de la Comunidades Mapuche amparistas, lo cual obligaba a desplegar los mecanismos de consulta y participación ya aludidos. Ello es una obligación impuesta por Convenios Internacionales y por nuestras propias Cartas Magnas, tanto Nacional como Provincial, combinado ello con la orfandad de información fehaciente, suficiente, completa y oportuna. 

En segundo lugar porque, de no accederse a lo aquí solicitado, en las actuales circunstancias, se violarían las normas indicadas a lo largo de esta presentación a las que, en honor a la brevedad, remitimos. 

En el caso en análisis, vemos que no se garantizó de ninguna manera la participación genuina de las Comunidades Mapuche amparistas, conforme los términos de la normativa arriba indicada, en un proyecto hidroeléctrico que afectaría –de consolidarse- de manera sustancial sus intereses y el desarrollo de su cultura ancestral.-

Tampoco se garantizó el acceso libre e irrestricto a consultar la Declaración Jurada – Estudio de Impacto Ambiental en tiempo y forma.
 PRUEBA. 

      
Ofrecemos la siguiente prueba documental en fotocopias: 
1) Nota presentada el 24 de agosto de 2009 por Ayelén MEREB al DPA;

2) Invitación al festival del domingo 29 de noviembre de 2009;

3) Nota presentada por Mariela GUARINO al CODEMA el 12 de julio de 2010;
4) Nota presentada por Mariela GUARINO al CODEMA el 14 de julio de 2010;

5) Nota presentada por Mariela GUARINO al DPA el 5 de agosto de 2010;

6) Notas presentadas por Walter AUYELO, Norma DANIELIAN y Diana CIFUENTE al CODEMA el 6 de Agosto de 2010;

7) Nota presentada el 9 de agosto de 2010 por Santiago ZAPATA al CODEMA;

8) Nota presentada a Radio Nacional El Bolsón el 18 de agosto de 2010;

9) Pedido de postergación y cambio de lugar de audiencia presentada el 26 de Agosto de 2010;

10) Acta de exposición policial del Sr. Oscar E ESTEVECORENA el 28 de Agosto de 2010;

11) Respuesta enviada por el CODEMA al pedido del 26 de agosto, de fecha 30 de Agosto de 2010;

12) Nota enviada por FM Alas a Mariela GUARINO el 30 de agosto de 2010;

13) Nota enviada por FM Alas a Edgardo MANOSALVA el 30 de Agosto de 2010;

14) Nota dirigida al Sr. Daniel LUGONES, en la que el CODEMA le comunica que el cierre para inscribirse en la Audiencia Pública fue el día 27 de agosto a las 12.30 hs.;

15) Nota del 30 de Agosto de 2010 de ADN, intituladas “Generación eléctrica: Odarda pide postergar audiencia y pobladores se resisten”, y “Piccinini también quiere la suspensión de audiencia por central hidroeléctrica”;

16) Acta de traspaso de funciones de la Comisión Directiva del Colegio de Arquitectos de Río Negro, Seccional III, Delegación El Bolsón, del 27 de agosto de 2009;

17) Resolución 287/2005 CODECI, del 3 de mayo de 2005;

18) Acta constitutiva de la Comunidad Mapuche “LAS HUAYTEKAS”, del 16 de enero de 2005;

19) Poder general para juicios y gestiones administrativas otorgado a favor de los Letrados presentantes por la Comunidad Mapuche “LAS HUAYTEKAS”;
20)  Declaración testimonial de la Srta. Diana CIFUENTE;

21) Declaración testimonial del Sr. Santiago ZAPATA;

22) Expediente Nº32242/2003, relativo a la inscripción de la Personería Jurídica de la Comunidad “LOF HUENCHUPÁN”;

23) Copia de audios en un CD.-  

         
 Informativa vía oficio:
Solicitamos se libre oficio al Sr. Director de Radio Nacional El Bolsón, a los efectos que informe a esta Excma. Cámara si esa emisora recibió algún comunicado y/o aviso institucional por parte del CODEMA relativo al proyecto hidroeléctrico sobre el río Escondido, para propalar públicamente durante los meses de julio, agosto y/o septiembre de 2010. En su caso, si en el comunicado y/o aviso obraban referencias a la audiencia pública del 2 de septiembre, modalidad de desarrollo, lugar, horarios y plazo para inscribirse, y todo otro dato de interés;

Solicitamos se libre oficio a la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Río Negro, a los efectos que informe si recibió alguna comunicación vía e-mail de los Abogados Fernando KOSOVSKY y/o Edgardo MANOSALVA. En su caso, indique el contenido de tales comunicaciones.-

Asimismo, solicitamos se cite como tercero, además de al Consejo Asesor Indígena y al Consejo de Desarrollo de Comunidades Indígenas, a la Defensora del Pueblo, Dra. Ana PICCININI, domiciliada en calle 25 de mayo 565, de Viedma, Río Negro. Motiva esta citación, la intervención que tuvo la Sra. Defensora en este procedimiento administrativo, y el hecho de estar legitimada para incoar formalmente acción de amparo por esta misma cuestión, de acuerdo a lo dispuesto por la ley 2.279, art. 8º. 
AUTORIZACIÓN.

Autorizamos a la Srta. Gisela LOSADA, DNI. N° 29.058.833 y a la Dra. Cecilia DONATE a interponer este y otros escritos y a realizar cualquier trámite o diligencia necesaria en esta causa.  

RESERVA DEL CASO FEDERAL

Estando en juego los derechos y garantías constitucionales supra mencionados, hacemos expresa reserva del caso federal.
PETITORIO
.
      
En virtud de lo expuesto, solicitamos de la Excma. Cámara que:

     
I.- Se nos tenga por presentados en el carácter invocado, por denunciados los domicilios reales, por constituido domicilio legal;

    
 II.- Se haga lugar a la medida cautelar solicitada;
    
III.- Se admita y declare procedente la presente acción de amparo, disponiendo la inmediata postergación y relocalización de la audiencia pública dispuesta para el día 2 de septiembre de 2010, todo ello con expresa imposición de costas a la demandada.-

            PROVEER DE CONFORMIDAD QUE ELLO

AFIANZARÁ LA JUSTICIA.-         

Fernando Kosovsky


Edgardo Manosalva



Abogado



Abogado
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